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SALA UNITARIA DE DECISIÓN 

 

Medellín, trece de julio de dos mil veintidós 

 

Se procede a decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante contra el auto del 31 de mayo de 2022 en el proceso verbal 

adelantado por CAROLINA MARÍA GIL VARGAS como heredera y para la 

sucesión de MARÍA AMANTINA GIL GONZÁLEZ contra ALONSO DE 

JESÚS PEÑA TAMAYO, LUZ AMPARO NARANJO GÓMEZ y ANA 

JULIA GARCÍA. 

 

1. ANTECEDENTES 

 

1.1  Pretende la declaratoria de responsabilidad civil de los demandados 

con ocasión de los perjuicios morales y materiales generados al 

patrimonio de MARÍA AMANTINA GIL GONZÁLEZ como 

cuidadores personales de la misma. 

1.2 Los perjuicios se estimaron en $1.895’439.558 por daño emergente de 

$65’000.000 por lucro cesante. 

1.3 Solicitaron como medidas cautelares la inscripción de la demanda 

sobre cinco inmuebles y un vehículo de propiedad de los demandados; 

el embargo y secuestro de los dineros que LUZ AMPARO NARANJO 

GÓMEZ tiene depositados en cuentas de la Cooperativa Financiera 

CONFIAR. 
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1.4 Por auto del 10 de mayo de 2022 se admitió la demanda; por auto del 

13 de mayo de 2022 se ordenó que la demandante prestara caución por 

$412’088.999 previo al decreto de las medidas cautelares. 

1.5 Prestada la caución a través de póliza judicial, el Juzgado por auto del 

31 de mayo de 2022 decretó la inscripción de la demanda sobre los 

bienes muebles e inmuebles y negó el decreto del embargo y secuestro 

sobre los productos financieros de la codemandada dada la 

improcedencia de la medida en el tipo de procesos. 

1.6 La demandante interpuso el recurso de reposición y en subsidio 

apelación sosteniendo que el literal c del artículo 590 del CGP prevé la 

posibilidad de decretar cualquier otra medida que se encuentre 

razonable para la protección del derecho en litigio y dentro de estas 

podría tenerse el embargo de las sumas de dinero depositadas en varias 

cuentas de la demandada, sobre todo porque los dineros allí 

depositados corresponden a los que eran de AMANTINA GIL que 

fueron apropiados por los demandados. 

1.7 Por auto del 28 de junio de 2022 el Juzgado negó el recurso de 

reposición considerando que el embargo de cuentas bancarias no pude 

tomarse como una medida cautelar innominada; frente a este tipo de 

procesos no está consagrada taxativamente esta medida, es una cautela 

típica de los procesos de ejecución y concedió el recurso de apelación. 

 

2. PROBLEMA JURÍDICO A RESOLVER 

 

¿Es procedente decretar la medida cautelar pretendida por la parte 

demandante? 

 

3. CONSIDERACIONES 
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En lo tocante con las medidas cautelares en procesos declarativos, es 

pertinente tener presente lo prescrito en el artículo 590 del CGP que contiene 

supuestos diferentes para que se acceda a su práctica, los cuáles, de acuerdo 

con los hechos de la demanda, las pretensiones y las pruebas allegadas, entre 

otros, hay que evaluar en cada situación en concreto, al decir que:  

 

“En los procesos declarativos se aplicarán las siguientes reglas para 

la solicitud, decreto, práctica, modificación, sustitución o revocatoria 

de las medidas cautelares: 

 
1. Desde la presentación de la demanda, a petición del demandante, el 

juez podrá decretar las siguientes medidas cautelares: 

 

a) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro y el 

secuestro de los demás cuando la demanda verse sobre dominio u otro 

derecho real principal, directamente o como consecuencia de una 

pretensión distinta o en subsidio de otra, o sobre una universalidad de 

bienes. 

 
Si la sentencia de primera instancia es favorable al demandante, a 

petición de este el juez ordenará el secuestro de los bienes objeto del 

proceso. 

 
b) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro que 

sean de propiedad del demandado, cuando en el proceso se persiga el 

pago de perjuicios provenientes de responsabilidad civil contractual o 

extracontractual. 

 

Si la sentencia de primera instancia es favorable al demandante, a 

petición de este el juez ordenará el embargo y secuestro de los bienes 

afectados con la inscripción de la demanda, y de los que se denuncien 
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como de propiedad del demandado, en cantidad suficiente para el 

cumplimiento de aquella. 

 
El demandado podrá impedir la práctica de las medidas cautelares a 

que se refiere este literal o solicitar que se levanten, si presta caución 

por el valor de las pretensiones para garantizar el cumplimiento de la 

eventual sentencia favorable al demandante o la indemnización de los 

perjuicios por la imposibilidad de cumplirla. También podrá solicitar 

que se sustituyan por otras cautelas que ofrezcan suficiente seguridad. 

 
c) Cualquiera otra medida que el juez encuentre razonable para la 

protección del derecho objeto del litigio, impedir su infracción o evitar 

las consecuencias derivadas de la misma, prevenir daños, hacer cesar 

los que se hubieren causado o asegurar la efectividad de la 

pretensión. 

 
Para decretar la medida cautelar el juez apreciará la legitimación o 

interés para actuar de las partes y la existencia de la amenaza o la 

vulneración del derecho. 

 
Así mismo, el juez tendrá en cuenta la apariencia de buen derecho, 

como también la necesidad, efectividad y proporcionalidad de la 

medida y, si lo estimare procedente, podrá decretar una menos 

gravosa o diferente de la solicitada. El juez establecerá su alcance, 

determinará su duración y podrá disponer de oficio o a petición de 

parte la modificación, sustitución o cese de la medida cautelar 

adoptada. 

 
Cuando se trate de medidas cautelares relacionadas con pretensiones 

pecuniarias, el demandado podrá impedir su práctica o solicitar su 

levantamiento o modificación mediante la prestación de una caución 

para garantizar el cumplimiento de la eventual sentencia favorable al 
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demandante o la indemnización de los perjuicios por la imposibilidad 

de cumplirla. No podrá prestarse caución cuando las medidas 

cautelares no estén relacionadas con pretensiones económicas o 

procuren anticipar materialmente el fallo. 

 
2. Para que sea decretada cualquiera de las anteriores medidas 

cautelares, el demandante deberá prestar caución equivalente al 

veinte por ciento (20%) del valor de las pretensiones estimadas en la 

demanda, para responder por las costas y perjuicios derivados de 

su práctica. Sin embargo, el juez, de oficio o a petición de parte, podrá 

aumentar o disminuir el monto de la caución cuando lo considere 

razonable, o fijar uno superior al momento de decretar la medida. No 

será necesario prestar caución para la práctica de embargos y 

secuestros después de la sentencia favorable de primera instancia. 

 
Parágrafo primero. En todo proceso y ante cualquier jurisdicción, 

cuando se solicite la práctica de medidas cautelares se podrá acudir 

directamente al juez, sin necesidad de agotar la conciliación 

prejudicial como requisito de procedibilidad. 

 
Parágrafo segundo. Las medidas cautelares previstas en los literales 

b) y c) del numeral 1 de este artículo se levantarán si el demandante 

no promueve ejecución dentro del término a que se refiere el artículo 

306.” 

 

(Subrayas propias). 

 
De tal manera, que cuando estamos en presencia de un proceso declarativo, 

básicamente se pueden decretar tres (3) tipos de medidas cautelares, a saber, 

(i) típica la inscripción de la demanda si esta versa sobre el dominio u otro 

derecho real; (ii) típica la inscripción de la demanda cuando se persiga el pago 

de perjuicios proveniente de responsabilidad civil contractual o 
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extracontractual; (iii) y las innominadas, aquellas que no están tipificadas y 

obedecen a las circunstancias especiales y específicas de cada asunto en 

concreto. 
 

Últimas que se salen del molde de las medidas nominadas, típicas y 

tradicionales, cambiando en el proceso declarativo, la forma como se 

concebían las cautelas fijas por la Ley frente a las cuales se predica el 

principio de taxatividad mencionado por el Juzgado. 

 

Sobre los requisitos que deben acreditarse para el decreto de este tipo de 

medidas según el artículo 590 del CGP, la jurisprudencia del Consejo de 

Estado ha dispuesto: 

 

“1. La apreciación de la legitimación o interés para actuar de las 

partes, pues el juez debe examinar si la parte demandante es, en 

efecto, titular del derecho subjetivo que se reclama en la demanda. 

2. La existencia la amenaza o vulneración del derecho, es decir, el 

periculum in mora o la amenaza del daño por el peligro en la demora 

del proceso. 

3. La apariencia de buen derecho o el fumus boni ius, lo cual significa 

que es “el decreto del demandante más probable que el del 

demandado. La verosimilitud, esto es, la viabilidad de que se acceda a 

los pedimentos de la demanda, depende del contenido del derecho 

material de la “alegación”, el cual debe ser identificado con base en la 

tutela pretendida y en los fundamentos indicados para su obtención. 

4. La necesidad de la medida y la efectividad de la misma significa 

que esta debe ser imperioso, en aras de garantizar el cumplimiento de 

la sentencia; por tanto, debe ser una medida afín con lo pedido y que 

impida la vulneración de los derechos amenazados. 

5. La proporcionalidad de la medida, lo cual quiere decir que “según 

lo pedido y cuantificado en la demanda, debe ser razonable, 
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acompasada con el monto de la pretensión para que no resulte 

exagerada. El juez debe ponderarla decretando aquella cautela que se 

ajuste al caso concreto, sin olvidar que el demandado no ha sido 

condenado, y que a la vez sirva para materializar la pretensión en 

caso de llegar a ser vencido.”1 

 

Como se ataca el auto que negó el decreto del segundo grupo de medidas 

cautelares referentes al embargo y secuestro del dinero depositado en las 

cuentas de la Cooperativa Financiera CONFIAR a nombre de una de las 

codemandadas, se determinará si es procedente su decreto bajo el amparo de 

medidas innominadas como lo pretende la parte demandante.  

 

Las medidas innominadas están planteadas en el Código General del Proceso 

y en otras normas, para que las partes cuenten con mecanismos a su alcance 

que les permitan garantizar el cumplimiento efectivo de una futura condena; 

siempre que sean acordes con la naturaleza de la pretensión, resulten 

proporcionales y tengan apariencia de buen derecho. 

 

Así, la inscripción de la demanda sigue instituida para los procesos 

declarativos y de condena, al tiempo que el embargo y secuestro bienes fueron 

pensados para los trámites de ejecución; sin que ello impida que en el trámite 

de los procesos declarativos se decrete “la inmovilización o la congelación o 

evitar que la demandada disponga de dineros”, como exteriorización del 

decreto de una medida innominada. 

 

Sobre el asunto particular, la Corte Suprema de Justicia en sede de tutela 

puntualizó: 

 

 
1 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Auto del 7 de septiembre de 2019. Radicado: 
2500-23-41-000-2015-00456-07 de septiembre de 2019. C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera. 



05001-31-03-005-2022-00115-01 
Verbal 
Demandante: Carolina María Gil Vargas 
Demandado: Alfonso de Jesús Peña Tamayo y otros 
Decisión: REVOCA AUTO. Aplicando el literal c del artículo 590 del CGP el Juez debe estudiar la medida cautelar 
como innominada determinando su procedencia, modulación y determinación de cara a las pretensiones de la 
demanda, procurando su racionalidad y proporcionalidad. 
 

“Frente al tipo de medida que se decretó- embargo- tampoco advierte 

esta Corporación que la aplicación literal c) del numeral 1 del artículo 

590 del Código General del Proceso, norma en la que basó su decisión 

el Tribunal de Arbitramento, conlleve una interpretación arbitraria y 

caprichosa, pues, de acuerdo con la remisión consagrada en el citado 

artículo 32, tras colegir el carácter declarativo de la controversia si se 

hubiese sometido a la jurisdicción ordinaria, concluyó la necesidad de 

acudir al mencionado aparte normativo, el cual confiere la posibilidad 

de decretar cualquiera otra medida que el juez encuentre razonable 

para la protección del derecho objeto del litigio, impedir su infracción 

o evitar las consecuencias derivadas de la misma, prevenir daños, 

hacer cesar los que se hubieren causado o asegurar la efectividad de 

la pretensión. 

 

Por consiguiente, bajo su propia autonomía y con la independencia 

que caracteriza su proceder, el órgano arbitral determinó 

razonadamente que el embargo era la medida idónea y eficaz  para 

proteger los intereses del demandante, dado que el contenido de su 

pretensión recaía exclusivamente en la distribución y asignación a su 

favor de las utilidades generadas durante el tiempo que ha persistido 

el acuerdo de colaboración.”2 

 

Más allá de la literalidad de la procedencia de las medidas innominadas, debe 

atenderse a los parámetros generales que las rigen, esto es, a la necesidad y 

proporcionalidad de la medida de cara a las pretensiones de la demanda, lo 

cual es una justificación implícita del Juez de primera instancia para negar el 

decreto del embargo de las cuentas, por cuanto se decretó la inscripción de la 

demanda sobre cinco inmuebles y un vehículo, estimando suficiente la 

 
2 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 10 de noviembre de 2016. M.P. Ariel 
Salazar Ramírez. Radicado: STC 16248-2016. 
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garantía del pago de una eventual condena, a lo cual responde directamente la 

caución impuesta. 

 

Sin embargo, es pertinente ahondar en el análisis para determinar cuál o si el 

conjunto de las cautelas pedidas tienen la virtualidad de generar garantías 

sobre el dinero que pretende la parte demandante como indemnización, por lo 

que el decreto de medidas innominadas debe analizarse en cada caso concreto 

de acuerdo con las circunstancias que lo rodean. 

 

Para establecer su procedencia, el Juez debe evaluar (i) la legitimación o 

interés para actuar de las partes; (ii) la existencia de amenaza o vulneración 

del derecho; (iii) la apariencia de buen derecho y; (iv) la necesidad, 

razonabilidad y proporcionalidad de la medida. 

 

Con respecto al asunto que se evalúa, (i) la demandante goza de legitimación 

al ser  sobrina de la difunta MARÍA AMANTINA GIL GÓNZALEZ, 

actuando para su sucesión como lo predica el artículo 1012 del C.C., “La 

sucesión en los bienes de una persona se abre al momento de su muerte…”, 

de la cual se predica la supuesta defraudación patrimonial; su carácter de 

sobrina le otorgó la calidad de heredera determinada y ello hace que tenga 

interés para reclamar el reconocimiento de perjuicios que puede derivar en una 

recomposición patrimonial de la masa sucesoral. 

 

(ii) Sobre la amenaza o vulneración del derecho, desde los hechos de la 

demanda se planteó el empobrecimiento de MARÍA AMANTINA GIL 

GONZÁLEZ con el correlativo enriquecimiento de los demandados lo que se 

acreditó con su diminución patrimonial en la declaraciones de renta entre el 

2012 y el 2020; el incremento patrimonial de los demandados según sus 

extractos bancarios y los movimientos de CDT que se han registrado en los 
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títulos que antes eran de la causante y fueron transferidos en favor de LUZ 

AMPARO GÓMEZ NARANJO. 

 

(iii) De la mano de los argumentos anteriores se erige la apariencia de buen 

derecho,  desde las pruebas documentales presentadas- archivo 14 del 

expediente digital- se demostró que actualmente la codemandada tiene 

certificados de depósito a término (CDT) en la COOPERATIVA 

FINANCIERA CONFIAR por el orden de MIL SETECIENTOS  OCHENTA 

Y TRES MILLONES SEISCIENTOS SETENTA Y OCHO MIL CIENTO 

SETENTA Y DOS PESOS ($1.783’678.172); suma coincidente con el monto 

de la indemnización pretendida entre el daño emergente y el lucro cesante de 

MIL NOVEVIENTOS SESENTA MILLONES CUATROCIENTOS 

TREINTA Y NUEVE MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y OCHO PESOS 

($1.960’439.558); por ello, sin el ánimo de prejuzgar y atendiendo a que resta  

el debate probatorio, en principio las pretensiones de la demanda tienen 

apariencia de buen derecho. 

 

(iv) En punto de la necesidad, razonabilidad y proporcionalidad el Juzgado 

debe emprender un estudio exhaustivo desde varios puntos: a) como se 

decretó la inscripción de la demanda sobre cinco inmuebles y un vehículo, 

debe determinarse si de llegar a confluir con la medida innominada no se 

estaría generando un perjuicio mayor a los demandados;  si es del caso 

adecuar la caución que se ordenó prestar; podrá valerse de los avalúos 

preferiblemente comerciales,  catastrales o de publicaciones especializadas, 

entre otros,  para contar con un punto de referencia en cuanto al valor de cada 

uno de los inmuebles y el automotor; para evaluar si con ello se podría 

garantizar el eventual pago de una condena o se estaría excediendo el monto 

de las pretensiones o cómo modular la combinación de medidas nominadas e 

inmominadas. 
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b) Debe considerar que lo buscado es la recuperación de un dinero que está 

presuntamente en certificados de depósito a término y en cabeza de una de las 

demandadas;  y si frente a esto si el Despacho estima que lo propio sería 

ordenar su “congelación o inmovilización”- como la materialización de una 

medida innominada- más allá del decreto del embargo y secuestro pedidos, 

estaría procurando que  el capital no salga de la titularidad de la demandada y 

queden bajo el control del Juzgado y en favor del proceso, para que no se 

burlen los intereses de la parte demandante. 

 

Así goza de vigencia el extracto de la norma contentiva de las medidas 

cautelares que preceptúa, “El Juez establecerá su alcance, determinará su 

duración y podrá disponer de oficio o a petición de parte la modificación, 

sustitución o cese de la medida cautelar adoptada.” 

 

Será el Juzgado el encargado de determinar la forma más conveniente cómo se 

decretarán, harán efectivas y se ejercerán la medidas, y si es del caso, reducir 

las inscripciones de la demanda decretadas o incrementar el monto de la 

caución prestada por la parte demandante. 

 

Lo que no riñe con el principio dispositivo en materia de procedimiento civil 

porque se privilegia la garantía de satisfacción de los derechos de la 

demandante en el evento de una sentencia favorable, para materializar su 

cumplimiento. 

 

Con base en lo expuesto, el auto atacado no responde a la razón de ser de las 

medidas innominadas, a su alcance, proporcionalidad, razonabilidad, al 

examen de los presupuestos fácticos propios del asunto puesto en tela de 

juicio, a los aspectos normativos que marcan parámetros para su concesión y 

control; es por ello que el Juzgado deberá abordarlos nuevamente teniendo 

presentes los parámetros fijados en esta providencia, para determinar la 
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procedencia o no de las medidas innominadas y en el evento que los cumpla, 

fijar su alcance, naturaleza, control y duración. 

 

En consecuencia, se REVOCARÁ el auto de la referencia y en su lugar se 

ordenará al Juzgado que evalúe la procedencia de las medidas innominadas en 

los términos expuestos y bajo los parámetros establecidos, en caso de proceder 

determinar su alcance y duración. 
 

DECISIÓN 

 

La SALA SEGUNDA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

 

 RESUELVE 

 

Por las razones expuestas, se REVOCA el auto del 31 de mayo de 2022, en su 

lugar, se ordena al Juzgado Quinto Civil del Circuito de Oralidad de Medellín 

que evalúe la procedencia o no de las medidas cautelares de acuerdo con los 

parámetros fijados en esta providencia. 
 

NOTIFÍQUESE POR ESTADOS Y ELECTRÓNICAMENTE. 

      

      
 

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 

MAGISTRADO 


